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Resumen 
Este artículo de investigación se centra en el análisis del crimen organizado en el sector 
público en Colombia, esto a través de un estudio del tipo penal de concierto para delinquir 
tipificado en el artículo 340 del Código Penal colombiano. Se pretende a través de esta 
investigación documentar una realidad inminente que se presenta en la administración 
pública en el país, sobre los hechos de corrupción y grupos delictivos organizados dentro de 
las instituciones de gobierno. En este contexto, resulta relevante hacer un análisis sucinto de 
los comportamientos de los grupos de crimen organizado que han logrado permear la 
institucionalidad colombiana, y reflejan una carencia de valores en la función pública 
actualmente.  
 
Palabras Clave: Colombia, Administración pública, Crimen Organizado, Concierto para 
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Abstract 
This paper focuses on the analysis of organized crime in the public sector in Colombia, this 
through a study of the criminal type of concert to commit crimes defined in Article 340 of 
the Criminal Code Colombia. It is intended through this investigation to document an 
imminent reality that is presented in the public administration in the country, about the acts 
of corruption and organized criminal groups within government institutions. In this context, 
it is relevant to make a succinct analysis of the behaviors of organized crime groups that have 
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managed to permeate Colombian institutions and reflect a lack of values in the public 
function at present. 
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La conducta punible denominada como “concierto para delinquir” está contemplada en el  
ordenamiento jurídico colombiano, y en la actualidad tiene una gran repercusión dentro de la 
política criminal del Estado. Esto debido a que su concepción dogmática ha sido empleada 
como una de las principales herramientas punitivas para someter a los individuos que realizan 
acuerdos para infringir la ley. 
En este sentido, es necesario advertir que la evolución de la sociedad se presenta  en 
diferentes ámbitos, lo que una mayor complejidad en las relaciones que se presentan entre 
los individuos; y en ocasiones en las relaciones de estos con el Estado. Dicha situación, no 
es ajena en los actores delincuenciales que van a la vanguardia en un crecimiento que supera 
la creatividad y la capacidad de asombro, cada vez más sofisticados, de naturaleza disímil y 
variada, que ha emergido desde los sectores más populares y que abarca hasta los grupos más 
privilegiados del país (Arellano, 2016).  
Desde comienzos del siglo pasado se les llamaba “cuadrilla de malhechores” a quienes se 
asociaban para cometer delitos (Moscol & Shamir, 2018), por el impacto del crimen y el tipo 
de sujeto pasivo o afectado, concepción que ha variado de acuerdo con el avance y desarrollo 
de la sociedad, y las condiciones socio económicas del área o región donde actúan los 
concertados para delinquir. 
Hoy en día es factible documentar situaciones en las cuales el país ha sido sometido por 
organizaciones delincuenciales de diferente naturaleza, verbi gracia, grupos de guerrillas 
(década de los años 60), grupos de autodefensas ilegales (en los años 80), delincuencia común 
y organizada (en la mayoría de los casos asociados al fenómeno del narcotráfico), y 
asociaciones para delinquir desde diferentes entes públicos que han protagonizado los 
escándalos de corrupción más notorios en nuestra patria, como fueron los fenómenos de “la 
parapolítica”, “falsos positivos” y “las chuzadas ilegales”, entre otros sucesos conocidos 
como los “carteles” o carruseles de todo tipo: de la contratación en Bogotá, de la alimentación 
escolar, de la hemofilia, de las pensiones, o el reciente caso del conocido “cartel de la toga” 
que involucró a las altas cortes con hechos de corrupción. 
Ahora bien, la política punitiva del Estado se ha orientado a proteger a la sociedad como ente 
colectivo, clasificando el concierto para delinquir como un delito, que afecta la “seguridad 
pública”; concepto amplio en el cual es posible justificar cualquier conducta atentatoria 
contra la comunidad, en la que participe un número plural de personas, el cual es necesario 
contextualizar de acuerdo con los avances normativos y doctrinales.  
En razón a los argumentos que preceden, dentro del presente artículo de investigación se ha 
planteado como pregunta de investigación la siguiente ¿Cuál es la incidencia que tiene el 
delito de concierto para delinquir en las instituciones del Estado?, fijándose como objetivo 
principal analizar desde el punto de vista punitivo el comportamiento de los servidores 
públicos en las diferentes entidades, a partir de los hechos de corrupción en la historia 
reciente del país, considerados como casos de corrupción de gran impacto nacional, con el 
fin de destacar su incidencia como factor determinante en el marco de la criminalidad. 
Lo anterior, se realizará a partir de una metodología de carácter doctrinal y jurisprudencial 
hermenéutica (Agudelo, 2018), que presenta como fuentes primarias libros, artículo de 
publicaciones académicas y jurisprudencia emanada de las altas cortes en Colombia 
 1. Crimen organizado y organización criminal 
El crimen organizado es una asociación de personas que desarrollan funciones distintas en la 
comisión de un delito y se caracterizan por la complejidad de planificación de los crímenes, 
estructura, estabilidad, auto identificación y autoridad. Tal como lo describe Finckenauer 
(2012) la estructura del crimen organizado funciona como una empresa comercial, pero 
ofreciendo servicios ilegales, es decir por el tratamiento de la conducta o bienes ilícitos como 
lo son el tráfico de estupefacientes, de armas, de órganos, prostitución, entre otros.   
 
Ahora bien, es necesario resaltar lo expresado por Mendoza Perdomo (2017) quien se refiere 
a la criminalidad organizada en los siguientes términos: 
 
Las particularidades de esa criminalidad organizada han sido, en primer lugar, su entidad 
subjetiva, caracterizada por una pluralidad de personas que se agrupa en la configuración de 
una asociación delictiva. Al existir una sumatoria de sujetos entre los que se reparten 
funciones, se alcanza cierta organización permanente o medianamente duradera, en la que sus 
estructuras prestacionales se hacen eficientes en procura de un fin (p.1).  
El desarrollo de esta estructura criminal ha tenido gran trayectoria nacional y trasnacional. 
En continentes como Europa la regulación de este problema social ha tenido mayor 
trascendencia y la doctrina ha plasmado dos posiciones para definirlo, la primera enfoca 
como elemento primordial del injusto la constitución del grupo, es decir la asociación y la 
segunda postura prioriza la vulneración de bienes jurídicos colectivos como la seguridad 
pública.  
Desde el derecho internacional, se ha tratado de aportar una definición sobre los grupos 
delictivos organizados, con el fin de estandarizar dicho concepto en los países y con esto 
evitar arbitrariedades por parte de los Estados (Callegari, 2010). Así entonces, en la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional de 
2000 o Convención de Palermo, el artículo 2-a expresa lo siguiente:   
Por grupo delictivo organizado se entenderá a un grupo estructurado de tres o más personas 
que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno 
o más delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la presente Convención con miras a 
obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material.  
Este instrumento extiende su ámbito de aplicación a lo que define como “delito grave” 
(artículo 2º de la Convención), considerado como tal aquel que tenga prevista pena privativa 
de la libertad máxima de al menos cuatro (4) años o superior, lo que implica que en el país la 
pluralidad de sujetos en la comisión de cualquier delito que tenga esta pena puede ser 
considerado como crimen organizado en atención de las demás consideraciones como 
Grupos Delictivos Organizados (GDO) o Grupo Estructurado (GE). 
Por otro lado, en los países de América latina, aún no se ha establecido el concepto de 
criminalidad organizada de manera general, sin embargo, Estados Unidos lo define en la Ley 
Pública 90-351, “Ley General Control del crimen y de Seguridad en las calles de 1968” al 
respecto, Ochoa (2017) realizó el siguiente análisis: 
 
El crimen organizado significa las actividades ilegales de los miembros de una asociación 
altamente organizada y disciplinada que se dedica a suministrar bienes y servicios ilegales, 
entre ellos (pero no exclusivamente) el juego, la prostitución, los prestamos abusivos los 
narcóticos, el contrabando de mano de obra y otras actividades ilegales de miembros de la 
organización (p.98).  
De acuerdo a lo anterior, es posible identificar que Estados Unidos define el crimen 
organizado como aquellas asociaciones o agrupaciones conformadas con el fin de incurrir en 
la comision de una conducta punible, que lesiona un bien juridicamente tutelado de acuerdo 
a las normas promulgadas por el legislador. Por su parte México define en el artículo 2 de la 
Ley federal contra la delincuencia organizada, lo siguiente: 
 
Artículo 2. Cuando tres o más personas se organicen de hecho para realizar en forma 
permanente o reiterada, conductas que por si o unidas a otras, tienen como fin o resultado 
cometer alguno o algunos de los delitos siguientes, serán sancionadas por ese solo hecho, 
como miembros de la delincuencia organizada (…).  
 
En el ámbito colombiano, la heterogeneidad de conductas punibles realizadas por un grupo 
plural de personas o asociación delictiva está a la orden del día. Un primer ejemplo lo 
encontramos en el narcotráfico, del cual se deriva el microtráfico que ha permeado todas las 
instancias y sectores de la sociedad, dada la demanda que aumenta exponencialmente la 
oferta, y a la par, crece una criminalidad paralela que ejecuta homicidios, extorsiones, 
amenazas para garantizar su permanencia y ejercer el control territorial. 
Por tanto, en Colombia, la definición de crimen organizado se ha plasmado recientemente en 
La Ley 1908 del 9 de julio de 20182, que surgió respuesta al compromiso de la parte tercera 
del acuerdo de la Habana, consistente en combatir el paramilitarismo. Así entonces, en 
respuesta a la necesidad de tender puentes de negociación con grupos emergentes se hizo 
necesario expedir esta norma (Prieto, 2013).  
 
En dicha norma se definen los Grupos Armados Organizados (GAO), en el artículo 2º, que 
dispone que son: 
 
(…) Grupos Armados Organizados (GAO): Aquellos que, bajo la dirección de un mando 
responsable, ejerzan sobre una parte del territorio un control tal que les permita realizar 
operaciones militares sostenidas y concertadas. Para identificar si se está frente a un Grupo 
Armado Organizado se tendrán en cuenta los siguientes elementos concurrentes: - Que use la 
violencia armada contra la Fuerza Pública u otras instituciones del Estado; la población civil; 
bienes civiles, o contra otros grupos armados. - Que tenga la capacidad de generar un nivel de 
violencia armada que supere el de los disturbios y tensiones internas. - Que tenga una 
organización y un mando que ejerza liderazgo o dirección sobre sus miembros, que le permitan 
usar la violencia contra la población civil, bienes civiles o la Fuerza Pública, en áreas del 
territorio nacional.  
PARÁGRAFO. En todo caso, para establecer si se trata de un Grupo Armado Organizado, será 
necesaria la calificación previa del Consejo de Seguridad Nacional. 
 
Por otra parte, la misma norma define al Grupo Delictivo Organizado (GDO) como en el 
artículo 2 de la siguiente manera: 
(…) Grupo Delictivo Organizado (GDO): El grupo estructurado de tres o más personas que 
exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno o 
más delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la Convención de Palermo, con miras a 
obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material.  
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Los delitos cometidos por estos grupos no necesariamente tendrán que ser de carácter 
transnacional, sino que abarcarán también aquellos delitos que se encuentren tipificados en el 
Código Penal Colombiano. 
 
No obstante, sobre las anteriores definiciones Zaffaroni, (2007) cuestiona los intentos de los 
Estados para hallar una definición que corresponda al contexto del “crimen organizado” 
teniendo en cuenta que esta definición en el ámbito del derecho penal se utiliza para referirse 
a un “Conjunto de delitos no bien delimitados” y en esa medida se extienden de manera 
inexacta, buscando ejercer un control netamente punitivo a una actividad que bien puede 
considerarse como un fenómeno social a su vez.  
Por esta razón, nuevamente se refiere al tema en su reflexión titulada “el crimen organizado: 
una categorización frustrada”, donde propone que el crimen organizado “constituye una 
denominación que se aplica a un conjunto de fenómenos delictivos” según obedezca a los 
objetivos particulares de algunos sectores como los medios de comunicación, autores de 
ficción, agentes policiales u operadores del sistema penal (Zaffaroni, 1996).  
 
De acuerdo con la anterior concepción, es importante establecer la distinción entre el crimen 
organizado y lo que es “mafia”, o una combinación de éstas (verbigracia la toma del Palacio 
de Justicia perpetrada por el M19 y patrocinada por el Cartel de Medellín). De acuerdo a lo 
expuesto por Camacho (2010) la mafia se considera un “mecanismo de ascenso social, que 
se enfoca en la acumulación de capital para un grupo específico de una sociedad. Y es de su 
naturaleza que su actividad sea violenta, ilegal e histórica” (p.212).  
 
Por su parte, Silva Sánchez (2001), aduce que en el entorno europeo la criminalidad 
organizada por lo general la comprenden organizaciones políticas revolucionarias y los 
terroristas y esta tendencia se hace manifiesta en la mayoría de instrumentos internacionales 
y en la legislación interna como la colombiana, donde este tipo de organizaciones se erigen 
como “subversión o insurgencia, para recibir el tratamiento de “delincuentes políticos”, es 
decir, se declaran en rebelión contra el Estado y por ende pueden ser objeto de negociaciones 
de paz como la recién terminada con las FARC, y que ahora clama su par ideológico ELN.  
  
Igualmente, es preciso realizar una aclaración respecto de lo que comúnmente se conoce 
como criminalidad organizada, ya que dicho concepto no hace referencia únicamente a la 
comisión de delitos como narcotráfico o lavado de activos; contrario la criminalidad 
organizada encuentra ejemplos en la delincuencia común, como en el caso de las 
organizaciones dedicadas al hurto y tráfico de teléfonos celulares. 
 
El sistema penal colombiano, contempla la lucha contra cualquier organización delictiva, lo 
que se evidencia desde lo descrito en el artículo 340 del Código Penal que ha sido objeto de 
varias modificaciones para atender las nacientes expresiones de criminalidad que han surgido 
y en ese sentido aumentar las penas como mecanismo de prevención de este delito. Lo 
anterior, busca que los miembros de organizaciones delictivas o grupos armados organizados 
contemplen el sometimiento a la justicia como la mejor alternativa hacia el futuro, 
contemplando las serias consecuencias a las cuales se pueden ver enfrentados de no hacerlo.  
Ahora bien, dicho lo anterior, resulta necesario hacer un análisis más cercano de la Ley 1908 
de 2018 donde se aborda de manera concreta el tema del crimen organizado en Colombia.  
 
2. La Ley 1908 de 2018 sobre crimen organizado en Colombia 
 
Esta norma realiza importantes modificaciones en materia punitiva, especialmente en cuanto 
al delito de Concierto para delinquir previsto en el artículo 340, al cual se agrega el artículo 
340A, que tipifica el “Asesoramiento a Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados”, en el cual incurre la persona que “ofrezca, preste o facilite conocimientos 
jurídicos, contables, técnicos o científicos, ya sea de manera ocasional o permanente, 
remunerados o no, con el propósito de servir o contribuir a los fines ilícitos de Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados Organizados” y cuya pena de prisión es de seis 
(6) a diez (10) años e inhabilidad para el ejercicio de la profesión, arte, oficio, industria o 
comercio por veinte (20) años”, dejando a salvo de esta conducta a los abogados que ejerzan 
como defensores técnicos de sus integrantes, previo la demostración de la licitud del origen 
de sus honorarios.  
 
El artículo 3º de esta Ley crea el artículo 182A, que versa sobre “Constreñimiento ilegal por 
parte de miembros de Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados Organizados”, 
expresa lo siguiente: 
 “Los miembros, testaferros o colaboradores de Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados, que mediante constreñimiento impidan u obstaculicen el avance de los 
Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), establecidos en el Acuerdo Final 
para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, así como 
cualquier otra actividad para la implementación del Acuerdo Final, incurrirán en prisión de 
cuatro (4) a seis (6) años.” 
Una mirada en contexto permite afirmar que esta norma está encaminada a salvaguardar los 
intereses derivados del proceso de paz, donde la población desmovilizada y los sectores 
geográficos que ellos ocupan deben ser protegidos de cualquier amenaza externa que pueda 
tener origen en sus antiguos “enemigos”, por razones vindicativas o arrebatarles el control 
territorial en las áreas que delinquían los excombatientes de la insurgencia. 
En este sentido se dirige el artículo 9º de la ley 1908 del 9 de julio de 2018, modifica la ley 
599 de 2000 al adicionar el artículo 188E, sobre “Amenazas contra defensores de Derechos 
Humanos y servidores públicos, que tipifica una conducta ejercida sobre un sujeto activo 
calificado como lo es un defensor de derechos humanos o un servidor público. Es necesario 
resaltar que la condición de “defensor de derechos humanos” es amplia y cualquier persona 
que manifieste defender intereses de cualquier sector o grupo de personas, puede ser 
considerado como defensor de derechos humanos, lo que hace que esta conducta sea inexacta 
en el marco del Ius puniendi estatal. 
Es importante resaltar que la Ley 1908 de 2018 realizó una clasificación de los grupos 
delincuenciales organizados, en primer lugar, señala a los Grupos Armados Organizados  
(GAO) como “aquellos que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una 
parte del territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y 
concertadas”, y en segundo lugar describe a los Grupos Delictivos Organizados (GDO) como 
“El grupo estructurado de tres o más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe 
concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos graves o delitos tipificados 
con arreglo a la Convención de Palermo, con miras a obtener, directa o indirectamente, un 
beneficio económico u otro beneficio de orden material”.  
Es relevante precisar que, si bien el texto hace referencia a los delitos contenidos en la 
Convención de Palermo, la clasificación de la norma mencionada no acoge de manera 
completa la clasificación que de dicho instrumento se desprende frente a los grupos 
delictivos, ya que en ningún momento dicha convención hace relación a los Grupos Armados 
Organizados, ya que esta norma contempla los grupos estructurados. Así entonces, si bien en 
algunos aspectos la Ley 1908 de 2018 hace referencia a la Convención de Palermo, no aplica 
de la misma todas las disposiciones sobre penalización, y procedimiento.  
3. Conducta punible de concierto para delinquir en el ordenamiento jurídico 
colombiano 
El concierto para delinquir es un tipo penal que ha tenido una evolución histórica 
considerable en el Estado colombiano, esto con el fin de atender a las necesidades de la 
sociedad colombiana y así mismo ajustarse a los fines de la política criminal definida por el 
Gobierno de acuerdo a la situación del país. 
Para iniciar, es procedente mencionar algunas definiciones sobre esta conducta punible 
emanadas de la jurisprudencia, que permitirá abordar el contexto histórico de esta y el análisis 
dogmático de la conducta en un mejor contexto. En este sentido, sobre el concierto para 
delinquir, la Corte Constitucional ha expresado lo siguiente: 
El concierto para delinquir en términos generales se define como la celebración, por parte de 
dos o más personas de un convenio, de un pacto, cuya finalidad trasciende el mero acuerdo 
para la comisión de un determinado delito, se trata de la organización de dichas personas en 
una societas sceleris, con el objeto de asumir con proyección hacia el futuro la actividad 
delictiva como su negocio, como su empresa, la cual, valga aclararlo, dado su objeto ilícito se 
aparta de los postulados del artículo 333 de la Carta Política que la reivindica y protege (Corte 
Constitucional, Sentencia C-241 de 1997).  
Dicho lo anterior, se procederá a continuación a realizar un análisis de la evolución 
histórica de este tipo penal en Colombia. 
3.1 Evolución normativa y jurisprudencial del concierto para delinquir en Colombia: 
El tipo penal que en la actualidad se conoce como concierto para delinquir, apareció desde el 
primer código penal que existió en su momento en la Nueva Granada (Código Penal de 1837 
expedido mediante Ley de 27 de junio de 1837), bajo la denominación de “cuadrilla de 
malhechores” y se mantuvo en el Código Penal de los Estados Unidos de Colombia, expedido 
mediante la Ley 112 de 26 de junio de 1873 (Paz Mahecha, 2009).   
Posteriormente mediante el Código Penal Restrepo de 1890 expedido mediante la Ley 19 de 
18 de octubre de 1890, se instauro la pena capital para delitos políticos y militares, y también 
para el asalto en cuadrillas de malhechores y los delitos contra la existencia y seguridad del 
Estado y en el Código Penal de 1936 en el “TITULO V” se hace referencia a los delitos 
correspondientes a “la asociación e instigación para delinquir y de la apología del delito”  
(Restrepo, 2008).  
Años más tarde, se expide el Decreto 2525 de 1963 “Por el cual se hacen unas reformas al 
Código Penal” donde se modifica el tipo penal del artículo 208 del Código penal, quedando 
de la siguiente manera: 
El artículo 208 del Código Penal quedará así: Cuando tres o más personas se asocien con el 
propósito de cometer delitos, cada una de ellas incurrirá, por ese solo hecho, en la pena de 
cinco a catorce años de presidio, sin perjuicio de la sanción que le corresponda por los demás 
delitos que cometa. A la misma pena quedarán sujetos quienes fueren sorprendidos armados, 
en número de tres o más, en el momento de cometer o intentar cometer homicidio, robo, 
extorsión, secuestro, violencia carnal o algún delito contra la salud y la integridad colectivas, 
sin perjuicio de la sanción que les corresponda por estos delitos; o quienes fueren encontrados, 
en número de tres o más, recorriendo armados poblaciones, campos, vías públicas o caminos, 
si tuvieran antecedentes penales o hicieren resistencia a la autoridad.  
Nuevamente se da una modificación en este tipo penal, que se introduce a través del Decreto 
Ley 100 de 23 de enero de 1980, por medio del cual se expidió un nuevo Código Penal, en 
este, dicha conducta punible se ubicó en el Titulo Quinto del Capítulo Primero, que se titula 
“Del concierto, el terrorismo y la instigación”, y se ubicaba en el artículo 186 con el siguiente 
contenido:  
Artículo 186. Concierto para delinquir. Cuando varias personas se concierten con el fin de 
cometer delitos, cada una de ellas será penada, por ese solo hecho, con prisión de tres (3) a seis 
(6) años. Si actuasen en despoblado o con armas, la pena será de prisión de tres (3) a nueve (9) 
años. Si la conducta se realiza para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de 
personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, narcotráfico, secuestro 
extorsivo, extorsión o para organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen 
de la ley, la pena será de prisión de diez (10) a quince (15) años (…)  
Finalmente, la Ley 599 de 2010, mediante la cual se expidió Código penal que rige en este 
momento, bajo el “Título XII delitos contra la seguridad pública”, “Capítulo primero del 
concierto, el terrorismo, las amenazas y la instigación”, se encuentra en el artículo 340 y fue 
modificado por la Ley 1908 de 2018, que fue mencionada anteriormente, y quedo de la 
siguiente manera: 
ARTICULO 340. CONCIERTO PARA DELINQUIR. Cuando varias personas se concierten 
con el fin de cometer delitos, cada una de ellas será penada, por esa sola conducta, con prisión 
de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) meses. Cuando el concierto sea para cometer delitos 
de genocidio, desaparición forzada, tortura, desplazamiento forzado, tráfico de niñas, niños y 
adolescentes, trata de personas, del tráfico de migrantes, homicidio, terrorismo, tráfico, 
fabricación o porte de estupefacientes, drogas tóxicas o sustancias sicotrópicas, secuestro, 
secuestro extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y 
conexos, o financiación del terrorismo y de grupos de delincuencia organizada y 
administración de recursos relacionados con actividades terroristas y de la delincuencia 
organizada, ilícito aprovechamiento de los recursos naturales renovables, contaminación 
ambiental por explotación de yacimiento minero o hidrocarburo, explotación ilícita de 
yacimiento minero y otros materiales, y delitos contra la administración pública o que afecten 
el patrimonio del Estado, la pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho (18) años y multa de 
dos mil setecientos (2.700) hasta treinta mil (30.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes (…).  
3.2. Análisis dogmático de la conducta 
Respecto de la definición de la conducta punible de concierto para delinquir, se puede indicar 
que en términos generales es el acuerdo realizado entre dos o más personas con la finalidad 
de cometer un delito. En otras palabras, se puede indicar que es la asociación de varias 
personas encaminada a la ejecución de actos que vulneran los bienes jurídicos tutelados por 
el estado colombiano.  
Ahora bien, en cuanto al tipo penal en sí mismo, cabe resaltar que este se considera un tipo 
de mera conducta que se concreta con el acuerdo de voluntades de varias personas para la 
comisión de conductas punibles. Se considera que esta conducta es mono ofensiva, ya que su 
descripción tutela un solo bien jurídico: la seguridad pública, y es de tipo autónomo, ya que 
puede ser imputado sin que exista la comisión de otro delito. (Valero, 2010). 
Ahora bien, la Corte Suprema de Justicia en su sentencia SP13938-2014 ha indicado que este 
tipo penal, contiene tres elementos esenciales, que son los siguientes: 
La concurrencia de varias personas organizadas con vocación de permanencia que acuerdan 
lesionar intereses o bienes jurídicos indeterminados; que la pertenencia a la organización sea 
para lograr el objetivo acordado; y, que la expectativa de las actividades que se proponen ponga 
en peligro o altere la seguridad pública (Corte Suprema de Justicia, Sentencia SP13938-
2014).  
El verbo rector utilizado en la descripción de esta conducta punible es concertar, que proviene 
del latín concertare, que significa celebrar pactos, arreglos para una empresa (Velásquez, 
2010). Así mismo debe indicarse que este tipo penal es de peligro abstracto, que como lo 
indica Cita Triana (2013) para su imputación no se debe comprobar la lesión de un bien 
jurídico, sino su puesta en peligro, que en este caso genera un delito, es decir, se penaliza o 
sanciona un acto preparatorio para cometer un delito-fin de la organización.  
Visto de manera breve el análisis dogmático del tipo penal, se procederá continuar con el 
tema objeto de la presente investigación.  
4. La seguridad pública y el servicio público 
En Colombia en los últimos años se han conocido diversos casos de corrupción en los cuales 
se puede observar la constitución de organizaciones criminales al interior de la 
administración pública, que tienen como objetivo obtener beneficios económicos 
defraudando así el erario público.  
En ese sentido, es preciso citar como ejemplo de lo anterior los carruseles de contratación, 
servidores públicos involucrados con Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados, actividades ilícitas como interceptaciones y seguimientos desplegados desde 
entidades públicas, entre otros. En razón de estas circunstancias es necesario hacer un análisis 
de como el concierto para delinquir se ha vuelto común dentro del sector público en 
Colombia, como se observa a continuación.  
4.1. Bien jurídico de la seguridad pública 
La seguridad pública se concibe como una finalidad de orden constitucional que se encuentra 
expresamente descrita en el preámbulo, y los Artículo 2º y 22 de la Constitución Política de 
1991, entre otros. Esta finalidad se encuentra dirigida a proteger intereses superiores, y 
salvaguardar la integridad y los derechos de las personas, garantizar sus libertades y mantener 
la tranquilidad y la paz. 
En ese sentido, resulta indispensable que todos los órganos del Estado, se concentren en que 
dicha finalidad se haga efectiva, ya que como se ha indicado dentro del dentro del Exp. 
26.942 de la dentro del Exp. 26.942 Corte Suprema de Justicia (2008), la seguridad pública 
es “el conjunto de condiciones materiales mínimas para garantizar el ejercicio de los derechos 
fundamentales”.  
En concordancia con lo anterior, en el en el Título XII del libro Segundo del Código Penal 
Colombiano se encuentra la seguridad pública como un bien jurídicamente tutelado y 
comprende tipos penales con vocación de generar intranquilidad, pánico, terror o zozobra 
entre la población. 
Respecto del bien jurídico de la seguridad pública, es importante resaltar lo dicho por 
Barrientos (2015) al respecto: 
La seguridad pública bajo las dos denominaciones propuestas, tiene un amplio radio de acción, 
mediado por dos puntos de enfoque; el referente a la generalidad de las personas integrantes 
del Estado y otra referida a la esfera más cercana de cada individuo que tiene que ver con la 
protección de sus intereses inmediatos (p.123).  
En esa medida, este bien jurídico tiene como finalidad la protección de la sociedad en 
conjunto, y de igual manera tiende a proteger los intereses individuales de cada individuo, de 
modo que no se vea afectado por sucesos que perturben su entorno y lo priven de sus 
derechos.  
4.2 Conducta de los servidores públicos 
Es necesario advertir en este punto que al servidor público precisamente por la función que 
desarrolla como parte de la administración, le es exigible una conducta proba. En ese sentido 
sobre los servidores públicos y los particulares que ejercen función pública recaen varios 
tipos de responsabilidad, como lo son la disciplinaria, la fiscal y la penal.  
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha realizado un análisis de la exposición del 
servidor público en la Sentencia Kimel Vs Argentina, en la cual el periodista Kimel escribe 
un libro en el que acusa a un juez del estado de prevaricador, en tanto omitió una serie de 
pruebas para salvar a unos militares. Posterior a la publicación del libro, el juez demanda a 
Kimel ante la Justicia Penal Argentina, la cual le ordena retractarse o probar las acusaciones 
realizadas, sin embargo, el periodista no accede ni prueba las acusaciones hechas contra el 
juez, por lo cual queda condenado por la Justicia Penal Argentina por injuria y calumnia (De 
Charras & Baladrón, 2014).  
En esta sentencia la Corte hace referencia a que los servidores públicos por las funciones que 
realizan se encuentran expuestos a la observación continua de la sociedad y de la opinión 
pública, circunstancia que por sí sola no constituye ningún tipo de vulneración a sus derechos.  
Der igual manera frente a la conducta de los servidores públicos en Colombia, la Corte 
Constitucional ha expresado lo siguiente: 
Quienes como servidores públicos acceden a la función pública deben reunir ciertas 
cualidades y condiciones, que se encuentren acordes con los supremos intereses que en 
beneficio de la comunidad se gestionan a través de dicha función. Y, es por ello que 
tanto la Constitución como la ley regulan las inhabilidades que comportan la carencia 
de dichas cualidades e impiden a ciertas personas acceder a la función pública (Corte 
Constitucional, Sentencia C-631, 1996).  
Ahora bien, en el caso de servidores públicos tienen a su cargo el manejo de recursos 
públicos, el ordenamiento dispone una serie de procedimientos de planeación, contratación 
y ejecución, pues el manejo de estos recursos involucra el interés general, por cuanto, además 
de ser un aporte de todos los contribuyentes, su destinación implica el cumplimiento de los 
fines del Estado. 
En esa medida, se espera que los servidores públicos y los particulares que ejercen función 
pública desplieguen conductas que protejan los intereses de la sociedad y de los individuos 
que a esta pertenecen, no obstante en diversos casos, lo anterior no ha sucedido.   
Dicho lo anterior, habiendo dejado claro la conducta esperada de los servidores públicos 
dentro del Estado colombiano, a continuación, se procederá a realizar un análisis de casos 
relevantes en los cuales se ha configura el concierto para delinquir entre servidores públicos.   
5. El Concierto para cometer delitos contra intereses estatales en Colombia 
En Colombia, se han presentado diversos casos en los que puede considerarse que existió una 
concertación para la realización de una conducta punible que afectó el bien jurídico de la 
seguridad pública o la intimidad y reserva de comunicaciones. Esto no es un hecho aislado, 
por el contrario, en los últimos años se ha evidenciado con bastante frecuencia.  
Una de las conductas punibles más comunes entre los servidores públicos en Colombia es la 
corrupción, que se da en diversos ámbitos y en todas los niveles jerárquicos de las entidades 
(Rincón, 2019). Un ejemplo que da cuenta de lo anterior es el carrusel de la contratación en 
Bogotá, donde se ejecutó un plan criminal fraguado entre contratistas y servidores públicos 
para apropiarse del erario público.  
En este caso concreto, únicamente los contratistas, es decir los integrantes del grupo Nule 
fueron condenados por el delito de concierto para delinquir, situación que no ocurrió con el 
exalcalde de Bogotá Samuel Moreno Rojas, que hasta la fecha no le han impuesto ningún 
tipo de condena por este delito, lo que denota que este tipo penal se deja de lado en ocasiones 
para imputar aquellos delitos que atentan contra el patrimonio público.  
Específicamente en el caso del carrusel de la contratación se configura este delito (concierto 
para delinquir) teniendo en cuenta que en primer lugar existió un acuerdo de voluntades 
previo entre el contratante y el contratista para  defraudar los intereses del Estado, además de 
lo anterior es evidente que alrededor de este tema existía una organización delictiva orientada 
a la comisión de varios delitos, cuya duración se prolongó por un tiempo y de esta manera 
logró vulnerar el bien de la seguridad pública, requisitos que son indispensables para la 
configuración del delito de concierto para delinquir de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia (Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, Sentencia SP-3642018, 2018).  
Otra muestra clara del concierto para delinquir en las instituciones públicas es el caso de la 
refinería de Cartagena, conocida como Reficar en donde se hizo notorio que a través del 
cambio en la modalidad contractual por la cual se llevaría a cabo la obra se terminó 
incurriendo en unos sobrecostos considerables, y por los que hasta ahora han sido llamados 
a responder diversos servidores públicos.  
Es importante, que tal como se ha desarrollado el tipo penal de concierto para delinquir, este 
sea considerado cuando se presente por parte de servidores públicos, sin que sea un 
impedimento que configuren de otros que se imputen por la calidad que ostentan como es el 
caso del prevaricato o el cohecho, entre otros. Resulta relevante, entonces que la Fiscalía 
General de la Nación evalué cada caso de crimen organizado dentro de las entidades públicas 
para que en base a esto pueda decidir si es procedente la  imputación del tipo penal de 
Concierto para delinquir, teniendo en cuenta que en estos casos existe una afectación al bien 
jurídico de la seguridad pública.  
Se debe precisar que los intereses estatales no son los únicos bienes jurídicos afectados por 
el acuerdo para cometer hechos ilícitos realizado entre servidores públicos o entre estos y 
particulares, ya que en casos concretos que se han presentado se afectan también intereses 
privados como lo es la intimidad y la reserva de las comunicaciones (González Monguí, 
2017), en el caso de interceptaciones y seguimientos ilegales presentados hace varios años 
en el entonces Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) y nuevamente en la 
Fiscalía General de la Nación en la actualidad.  
Si bien como lo indica López (2013) dichos comportamientos durante un periodo 
determinado merecen en reproche social y la consecuente aplicación del estatuto penal a 
quienes hayan llevado a cabo acciones tendientes a menoscabar las garantías fundamentales 
de las personas, resulta necesario que en el marco de la prevención de estas acciones se 
desarrollen estrategias de seguridad dentro de las entidades públicas que garantice a los 
ciudadanos el correcto obrar de la administración, situación que en el caso de las 
interceptaciones ilegales no se evidencia, siendo prueba fehaciente de ellos que se haya 
vuelto a repetir en una entidad como la Fiscalía General de la Nación en el caso de las 
interceptaciones a los miembros de la Asociación Colombiana de Aviadores Civiles 
(ACDAD), en el marco del paro de pilotos de Avianca.  
En ese sentido, cabe resaltar que los fenómenos de corrupción que se han presentado dentro 
de las entidades estatales en los últimos años, tienen una característica común y es que todas 
se han desarrollado desde organizaciones criminales compuestas de particulares y servidores 
públicos, lo que indica que las entidades públicas han sido en cierta medida capturadas por 
el crimen organizado.  
Ahora bien, es preciso que la Fiscalía General de la Nación asuma la investigación de cada 
caso de corrupción en los cuales esté involucrado un servidor público, con el fin de 
determinar si los delitos que cometió este contra la administración pública se hicieron en 
favor de una organización criminal de la cual recibió retribución, con el conocimiento de la 
existencia y forma de actuar de dicha organización, y si dicha acción se prolongó en el 
tiempo, como reiteradamente lo ha expresado la Corte Suprema de Justicia. 
Al respecto Rincón (2018) ha expresado lo siguiente: 
En  la  conducta  de  concierto  para  delinquir;  valoración  que  deberá  realizarse  en  
cada  caso  concreto  mediante  el  análisis de la permanencia en el tiempo de la 
actividad  del  servidor,  del  conocimiento  sobre  el conjunto de tareas de la 
organización criminal, y de la importancia de la contribución de dicho servidor en el 
contexto de las actividades del grupo delictivo (p.66).  
Es notorio, de acuerdo a lo anterior que el Estado debe proteger a todos los asociados y en 
esa medida garantizar los derechos fundamentales de estos. Sin embargo, en casos 
específicos como el de las interceptaciones y seguimientos ilegales, es el mismo Estado 
quien a través de la utilización ilegal de herramientas puestas a su disposición para la 
seguridad nacional, invade la esfera privada de los individuos.  
Si bien en todos estos casos, es notorio que se configuran los elementos del concierto para 
delinquir, también lo es que la imputación de este delito es una decisión potestativa del 
Fiscal que tiene a su cargo el caso, ya que no ha sido uniforme la forma de proceder de la 
Fiscalía en estos casos.  
Conclusiones 
Tal como se ha visto a lo largo de la investigación, el crimen organizado hace referencia a 
las asociaciones que realizan varios individuos con la finalidad de cometer un delito, dicha 
organización se caracteriza por ser una estructura de poder organizado, en el que cada persona 
cumple un rol determinado previamente, es notorio que la asociación y planificación de la 
comisión del delito por sí solo, configura el tipo penal de concierto para delinquir. 
Ahora bien, El delito de concierto para delinquir se ha configurado en diversos casos dentro 
de las entidades públicas, sin embargo, su imputación no ha sido la regla general en dichos 
casos, pese a que ha sido notorio que ha existido un acuerdo previo entre dos o más personas 
para la comisión de un delito, pese a que no todos ostenten la calidad de servidores públicos. 
Alrededor del crimen organizado Colombia ha venido construyendo una regulación que 
busca imponer mayores penas y castigar con mayor severidad a quienes se asocien con el fin 
de cometer crímenes en contra del Estado o particulares, así mismo se ha precisado por parte 
de la Corte Suprema de Justicia los requisitos de ciertos tipo penales como el Concierto para 
delinquir, que se imputa en algunos casos en la judicialización de dichas organizaciones 
criminales.  
Es importante realizar una reflexión sobre lo anterior, ya que en la mayoría de ocasiones que 
se cometen hechos de corrupción dentro de las entidades públicas, y existe un acuerdo entre 
servidores públicos, o entre estos y particulares para la comisión de un delito se vulnera  el 
bien jurídico de la seguridad pública, precisamente teniendo en cuenta el deber y la conducta 
que de estos se espera, por lo que se debe entrar a analizar un análisis concreto de cada caso 
para analizar si se configura el tipo penal del concierto para delinquir, y no dejar de lado la 
imputación del mismo por omisión del ente competente.  
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